
EFECTO FISCAL
 L O  Q U E  N E C E S I T A S  S A B E R  P A R A  C O N T R I B U I R

C O R R E C T A M E N T E

 SEPTIEMBRE 2021 / $80.00

P R U E B A S  P E R I C I A L E S

¿Qué valor aportan?

L O  Q U E  N O  D E B E M O S
I G N O R A R

Las falacias de los Regímenes

Simplificados de Confianza

E F E C T O F I S C A L . C O M . M X

C O M I S I O N
F I S C A L  
EN  AGUASCALIENTES



CONSEJO EDITORIAL
PRESIDENTE  DE  LA  COMISION

SINDICO  DEL  SAT

VINCULO  DE  PRODECON

COMITE  LAVADO  DE  DINERO

COMITE  JURISPRUDENCIA

COMITE  COMERCIO  Y  ADUANA

VINCULO  JOVENES

EMPRESARIOS

FOTOGRAFÍA  Y  DISEÑO

CORRECTOR  DE  ESTILO

ÓSCAR  FABIÁN  GUTIÉRREZ  TENORIO

MARCO  AGUSTIN  RAMIREZ  RODRÍGUEZ

PAMELA  YADIRA  CUEVAS  MENDOZA

SILVANA  LETICIA  VELA  LOPEZ

JOSÉ  BARBA  CALVILLO

SAUL  FAVELA  NARVÁEZ  

FRANCISCO  JAVIER  GONZALEZ

MARTÍNEZ

MARIO  DANIEL  SANDOVAL  HARO

ANIBAL  SALAZAR  MENDEZ

C O N T A C T O

Coronel Jesús R. Macias 107, Fraccionamiento Primavera,

C.P. 2050, Aguascalientes, Aguascalientes, México.

Tel / 52-449-9788175

Email / comisión_fiscal@coparmexags.org



“¿A quien se aplican los recursos?”

El fin de toda contribución de acuerdo a nuestra carta máxima es para cumplir una función social que

es para beneficio de todos los mexicanos sin distinción, razón por la que es una obligación la

contribución que se destine al gasto publico pues para efecto de la disposición es lo que manda dicha

normatividad, cada año en función de la misma carta magna se establece que el poder ejecutivo deba

incluir en el paquete económico a que se destino en el ejercicio actual los recursos siendo que hay

programas prioritarios, como los conocemos todos como Santa Lucía, el Tren Maya, las Refinerías, y

hasta las becas a los adultos mayores y a los jóvenes que construyen el futuro, así como las tandas del

bienestar y la fabricación de tortillas, pero olvidamos a las organizaciones olvidadas de la sociedad

civil que contribuyen con sus horas y sus hombres a esas causas.

   Dentro de las iniciativas de reforma de la Ley del Impuesto sobre la Renta que se esta cocinando de

manera muy rápido en ambas cámaras y que podrá afectar las deducciones de los donativos de

personas físicas que hacen a las personas morales que se dedican a actividades asistenciales.

   Al respecto de la Reforma al Artículo 151 de la LISR que relaciona en la propia Ley del Impuesto Sobre

la Renta en donde actualmente en su artículo 151, permite a las personas físicas realizar deducciones

anuales por concepto de honorarios médicos, dentales, hospitalarios, colegiaturas, terapias

psicológicas, nutricionales entre otros, hasta por un límite del 15% del total de los ingresos, o hasta

cinco veces el valor anual de la UMA (equivalente a $163,556.50 pesos); la cantidad que sea menor. Sin

embargo, en el último párrafo excluye de esta limitante del 15% a los donativos deducibles; es decir,

actualmente, la ley permite que de forma adicional al 15% antes mencionado, las personas físicas

puedan deducir sus donativos hasta con el límite del 7% de los ingresos acumulables en el ejercicio

fiscal anterior, es decir los ingresos que son la base para el calculo del impuesto correspondiente del

ejercicio anterior que para el caso que nos ocupa es el referenciado en la declaración del 2020.

   En resumen, lo que quiero decir es que actualmente, se tienen dos beneficios fiscales: la opción de

destinar un porcentaje para deducciones personales (15% o $163,556.50 pesos) y un porcentaje

adicional para otorgar donativos a la labor de las Organizaciones de la Sociedad Civil que sean

donatarias, como lo mencioné antes (7%).

   Con esta propuesta de reforma, se pretende limitar las deducciones a las personas físicas al incluir a

los donativos dentro del límite del 15% o 5 veces la UMA anual, es decir, en caso de aprobarse esta

iniciativa, se estaría sumando el 7% de las deducciones autorizadas para donativos a las mencionadas

asociaciones, al límite del 15% de las deducciones personales.

   En esta edición podrá conocer esta y otras reformas y sus consecuencias.
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PRUEBAS PERICIALES  CONTABLES DENTRO DEL JUICIO, 

¿QUÉ VALOR APORTAN?
Por José Barba Calvillo

Cuando un contribuyente se ve afectado por un acto de autoridad y decide impugnarlo ante el

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la eficacia de su defensa no solo dependerá de la

elaboración de argumentos en los que quede señalada de manera clara, precisa y bien sustentada

la ilegalidad de la actuación de la autoridad, sino también que éstos estén respaldados por

elementos probatorios que demuestren de manera fehaciente, que la autoridad violó los derechos

del gobernado.

Ahora bien, en el juicio de nulidad de conformidad con la Ley Federal de Procedimiento

Contencioso Administrativo, los contribuyentes pueden ofrecer una gran variedad de pruebas,

como son, entre otras, las documentales públicas, privadas, testimoniales y, para el tópico que nos

ocupa, las pruebas periciales.

El artículo 43 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece las reglas

de cómo debe desahogarse la prueba pericial en un juicio de nulidad, precepto legal que

medularmente señala que cada una de las partes designará a su perito, quien deberá aceptar el

cargo y rendir su dictamen y, en caso de que haya discrepancia entre las conclusiones a que llegó

cada perito, el Tribunal podrá designar a un perito tercero para que emita también su opinión

dando así al juzgador mayores elementos para conocer los resultados de la cuestión técnica sobre

la que versó la probanza.

Luego, la prueba pericial se convierte en una herramienta eficaz para que los juzgadores, quienes

no son especialistas en todos los temas, puedan tener el apoyo de personas con conocimientos

técnicos en diversas ramas, oficios y profesiones con el fin de conocer de mejor manera los

hechos vinculados con el acto que está siendo materia de impugnación.

COMITES
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Ejemplo de lo anterior es la prueba pericial contable, la cual con el paso del tiempo se ha vuelto

una herramienta muy útil para que los contribuyentes que forman parte de un litigio fiscal

demuestren ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa que la autoridad cometió una

ilegalidad en su perjuicio, ya que a través de los cálculos realizados por un especialista, puede

acreditarse que el resultado al que llegó la autoridad no es correcto, máxime en aquellos casos

en los que la complejidad de las operaciones contables de la empresa impiden que el Tribunal

en un análisis sencillo pueda conocer tal resultado; es decir, al no ser el juzgador una

especialista contable, puede estar impedido a llevar a cabo operaciones aritméticas avanzadas

que requieren realizar a fin de llegar al resultado contable o bien, dada la complejidad o

magnitud de operaciones de la empresa.

Ahora bien, la multiplicidad de casos a los que se enfrenta el Tribunal Federal de Justicia

Administrativa, ha generado la necesidad de que, además de lo que establece la Ley Federal de

Procedimiento Contencioso Administrativo, mediante las tesis y jurisprudencias defina aspectos

relacionados con la prueba pericial contable, así como la necesidad de que ésta sea ofrecida por

los contribuyentes en determinados casos.

Muestra de lo anterior es la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sección del Pleno del

Tribunal Federal de Justicia Administrativa identificada con el número VIII-J-2aS-115 de rubro

“TRASPASOS ENTRE CUENTAS BANCARIAS. FORMA DE ACREDITARLOS CUANDO SE REALICE

LA DETERMINACIÓN PRESUNTIVA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN III DEL CÓDIGO

FISCAL DE LA FEDERACIÓN”, la cual señala que si un contribuyente impugna la determinación

presuntiva efectuada por la autoridad fiscalizadora en términos del artículo 59, fracción III del

Código Fiscal de la Federación -misma que refiere a depósitos registrados en sus cuentas

bancarias-, aduciendo que dichos depósitos constituyen un traspaso entre sus cuentas propias,

entonces es el gobernado quien se encuentra obligado a aportar la documentación idónea

(como lo sería estados de cuenta, papel de trabajo, copia del recibo en donde se especifique el

monto y la cuenta de donde proviene el depósito, forma de pago, el número de cheque o reporte

de transferencia, número y nombre de la cuenta bancaria abierta a su nombre de donde se

visualice la salida del depósito, origen del importe depositado, entre otras) a efecto de

demostrar que dichos depósitos y registros contables provienen de un concepto distinto al

determinado por la autoridad fiscal y, adicionalmente, ofrecer la prueba pericial contable para

que se verifique el registro de cada operación y se constate que hay correspondencia de

cantidades entre sus cuentas y que por lo tanto no se incrementó su patrimonio.
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Es decir, dicho criterio establece la obligación para los contribuyentes que acuden al juicio

contencioso administrativo que se enfrentan a una determinación presuntiva de ingresos a causa de

traspasos en sus cuentas bancarias a ofrecer, además del resto de las documentales con las que

cuente, la prueba pericial contable y que sea a través de esta probanza que el Tribunal conozca

fehacientemente sí en efecto se trata de meros traspasos entre cuentas del propio contribuyente o bien

tienen otro origen, pues para el tribunal sería del todo complicado y laborioso llevar a cabo la

comparación de todas las operaciones del contribuyente y cotejarlas con los estados de cuenta del

gobernado.

Así, la prueba pericial se vuelve en la herramienta idónea para acreditar que el acto impugnado es

ilegal, máxime si se considera que ahora el Tribunal Federal de Justicia Administrativa mediante

jurisprudencia exige su ofrecimiento en determinados casos, por lo que se deberá estar atento a

identificar los supuestos en los que la prueba pericial se vuelve indispensable para acreditar las

ilegalidades de los actos de autoridad.

Además, a través de otros criterios el Tribunal también ha definido los requisitos que debe cumplir un

dictamen pericial contable para que sea efectivo, estableciendo que si bien la valoración de los

dictámenes queda al prudente apreciación del Órgano Jurisdiccional, la eficacia probatoria de la

prueba pericial está condicionada a su fundamentación técnica; por tanto,  no basta que el perito

indique su conclusión, sino que debe expresar además cómo arribó a la misma a través de los diversos

razonamientos técnicos. 

Luego, en el caso de que se cumpla con tales requisitos, el Juzgador puede otorgar valor probatorio

pleno a la prueba ofrecida, es decir, que es relevante para reforzar y confirmar la eficacia probatoria del

dictamen del perito de la parte correspondiente, lo que le daría una mayor probabilidad de obtener un

fallo favorable a sus intereses, pues en adición a sus argumentos de defensa, el contribuyente contará

con una prueba que logrará el convencimiento del Tribunal Federal de Justicia Administrativa para

darle la razón al gobernado.

En conclusión, con el paso del tiempo y la mayor complejidad con que las autoridades fiscales emiten

sus actos de autoridad, ha generado la necesidad de que los contribuyentes tengan que utilizar

pruebas más eficaces para demostrar la ilegalidad de esos actos, tal y como lo es la prueba pericial

contable, la cual, a través del apoyo de un especialista es viable acreditar que los cálculos de la

autoridad son indebidos y, por ende, lograr el cese de efectos del crédito; por tanto, es importante que

los contribuyentes tengan una adecuada asesoría al momento de verse afectados con los actos de las

autoridades fiscales a fin de que puedan ejercer eficazmente una defensa de sus derechos ante el

órgano jurisdiccional.
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Realizar el trámite de alta y registro ante el Servicio de Administración Tributaria (en adelante el SAT),

mediante el Sistema del Portal en Internet [SPPLD] 

Identificar a Clientes y Usuarios e integrar sus respectivos expedientes

Identificación del Dueño Beneficiario

Presentar los Avisos en tiempo y forma

La conservación de la información y documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así

como la que identifique a sus Clientes y/o Usuarios

Brindar a los funcionarios encargados las facilidades para que se lleven a cabo las visitas de

verificación

¿EXISTE EL CUMPLIMIENTO ESPONTÁNEO ANTE LA LEY FEDERAL PARA LA
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN OPERACIONES CON RECURSOS DE
PROCEDENCIA ILICITA? 
por Silvana Leticia Vela López

Han transcurrido ya 8 años de la entrada en vigor de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de

Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (en adelante LFPIORPI) y aún se puede apreciar que

existe confusión en las formas en las que deben cumplirse algunas de las obligaciones contenidas en el

ordenamiento, pero sobre todo de las consecuencias generadas por algún incumplimiento y sobre si es

posible cumplir de forma espontánea o no.

El tema de la Prevención del Lavado de Dinero no es un tema nuevo, sin embargo, ahora retoma un nuevo

auge con la publicación de la LFPIORPI y con la inclusión de nuevos Sujetos Obligados a cumplir con el

Régimen de Prevención de Lavado de Dinero. 

La LFPIORPI nos señala en su artículo 18, que quienes realicen Actividades Vulnerables, tendrán las

siguientes obligaciones:

Y otras obligaciones relacionadas con:

Se tiene la idea equivocada de que la “Prevención del Lavado de Dinero” se trata de estar atentos a que

sus Clientes y/o Usuarios no laven dinero o de que el Sujeto Obligado tiene que identificar el delito del

Lavado de Dinero, y no es así. El propósito de las obligaciones establecidas en la LFPIORPI es el de

COMITES
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coadyuvar a la autoridad alertando o advirtiendo de un riesgo de posibles operaciones de Lavado

de Dinero y proporcionando elementos útiles para investigar y perseguir los delitos, información

que se hace llegar a la autoridad mediante los Avisos (por eso la importancia de su correcto envío),

así como mediante la integración de expedientes de identificación del Cliente y/o Usuario. La

autoridad se encargará de analizar, de investigar, de denunciar y sancionar a la persona que opere

con recursos de procedencia ilícita, esa es su tarea. El Lavado de Dinero es un delito que solo se

puede acreditar mediante un proceso penal y el único facultado para determinar si se cometió el

delito es el órgano jurisdiccional, o sea, el Juez.

También nos encontramos ante el desafío de que se han mezclado las obligaciones establecidas en

la LFPIORPI con materia fiscal. Las razones por las que se piensa que están relacionadas es por que

el alta se presenta en el portal del SAT, porque las fechas de envío de los Aviso vencen los días 17

de cada mes, se delegan las obligaciones de esta materia al Contador de la Entidad y porque como

se indica en el artículo 5º y 34º de la LFPIORPI, el SAT, es competente para realizar visitas de

verificación para comprobar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la LFPIORPI. Es por

eso que se cree que hay un vínculo entre ambas materias, sin embargo, no significa que la norma en

cuestión tenga un carácter tributario.

Por lo anterior, es de suma importancia recalcar que la naturaleza jurídica de la LFPIORPI es

administrativa, por lo cual, el principio de espontaneidad fiscal no es aplicable en esta materia; en

consecuencia, el cumplimiento extemporáneo de las obligaciones podría ocasionar la imposición

de sanciones por parte de la autoridad y acarrear problemas económicos para quienes realicen

Actividades Vulnerables y presenten omisiones. Si no se cumple, se incurre en infracciones

administrativas. Las multas de la LFPIORPI son consideradas créditos fiscales en términos de su

artículo 52º, pero solamente para efectos de su ejecución.

No obstante, el artículo 55º de la LFPIORPI, dispone una excepción a esta regla general, al señalar

que la autoridad se abstendrá de sancionar al infractor por una sola vez cuando se trate de la

primera infracción, siempre y cuando se cumpla de manera espontánea previo al inicio de las

facultades de verificación y reconozca expresamente la falta en que incurrió. Ahora, si bien es cierto

que se tiene esta excepción, se infiere que no opera de manera automática, sino con la autorización

de la autoridad.

Ha sido muy controversial el hecho de que no exista el cumplimiento espontaneo, sin embargo, es

importante recordar que este ordenamiento nace de los compromisos internacionales que tiene

México con GAFI, quien en su recomendación 35, que habla de las sanciones, señala que los países

deben asegurarse de que las sanciones sean eficaces, proporcionales y disuasivas, ya sean penales,

civiles o administrativas. Eficaces se refiere a que deben ser impuestas, no hay perdón. Disuasivas,

por que el objetivo es que cambien el proceder de quien lleva a cabo la omisión; quienes llevan a

cabo Actividades Vulnerables tienen que sentirse comprometidos con el debido cumplimiento de la

LFPIORPI.

Se espera que, ante los múltiples casos de incumplimiento, se establezca un nuevo esquema de

facilidades, similar al Programa de Auto Regularización que tuvo lugar en el año 2019, para que

quienes realizan Actividades Vulnerables se puedan regularizar.
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EL AUMENTO DE FACULTADES DEL FISCO FEDERAL EN LA REFORMA

PARA 2022
Marco Agustín Ramírez Rodríguez

Cada año tenemos reformas fiscales que parecen pequeñas, que se disfrazan y se esconden

dentro de la capa de no traer grandes cambios, sin embargo se vuelven cada vez más peligrosas

para las contribuyentes y van limitando los principios y libertades tributarios mexicanos.

Recordemos que los cambios no ocurren con una sola reforma, se van instaurando por goteo a

lo largo de varios años, pero cuando los analizamos con perspectiva nos damos cuenta que ha

ocurrido una gran reforma tributaria.

Bajo el discurso del combate a la evasión fiscal (todos estamos a favor de erradicar la evasión

fiscal, pues sabemos que en teoría los impuestos se destinan al beneficio social), nuevamente

en 2021 se otorgan mayores facultades a las autoridades fiscales, que aunque en apariencia no

es grande el cambio de facultades, van disminuyendo las libertades de los contribuyentes e

incluso se permite la extorsión fiscal. Analicemos las más relevantes:

Primeramente es necesario revisar la facultad que se otorga a la autoridad para negar el

otorgamiento de Firma Electrónica Avanzada a los socios o accionistas de empresas a las que se

les haya restringido el uso del certificado de sello digital (se les impide facturar), por considerar

que existen irregularidades en su situación fiscal; también cuando detecten que el

contribuyente emisor de comprobantes fiscales no desvirtuó la presunción de la inexistencia de

las operaciones amparadas en tales comprobantes y, por tanto, se encuentra definitivamente en

dicha situación, en términos del artículo 69-B, cuarto párrafo, del Código Fiscal de la

Federación; o bien que sean socios de empresas que:





Que tengan a su cargo créditos fiscales

firmes.

Que tengan a su cargo créditos fiscales

determinados, que siendo exigibles, no se

encuentren pagados o garantizados.

Que estando inscritos ante el registro

federal de contribuyentes, se encuentren

como no localizados.

Que haya recaído sobre ellos sentencia

condenatoria ejecutoria respecto a la

comisión de un delito fiscal.

Que tengan a su cargo créditos fiscales

que hayan sido afectados en los términos

de lo dispuesto por el artículo 146-A del

Código Fiscal de la Federación.

1.

2.

3.

4.

5.

Con lo anterior se pretende que no exista

socios que puedan crear diversas empresas

para efectos de evadir sus responsabilidades

fiscales, sin embargo se afecta gran

diversidad de empresas pues la autoridad

puede restringir el sello digital por cualquier

justificación, sin antes haber realizado una

auditoría, es decir, sin respetar la garantía de

audiencia de los particulares, lo que impone

facultades absolutas a las autoridades

fiscales para ejercer o forzar pagos que no se

deben o no han sido determinados.

Otro punto relevante del aumento de

facultades de las autoridades fiscales se

encuentra en el artículo 42-A del Código

Fiscal de la Federación, donde se otorgan

facultades a las autoridades para determinar

la simulación fiscal de manera presuncional,

esto significa que las autoridades podrán

determinar de manera arbitraria las

operaciones que consideren inexistentes y en

consecuencia procederán a determinar 
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créditos fiscales derivados de la simulación

de operaciones lo que deja a los

contribuyentes en un grave estado de

inseguridad e incertidumbre jurídica, pues el

fisco no debe comprobar la simulación, sino

que son los contribuyentes los que deben

acreditar, a satisfacción de la autoridad fiscal,

que sus operaciones verdaderamente

existieron.

Así, podemos observar que las reformas

fiscales se vuelven cada vez más arbitrarias y

permiten que las autoridades fiscales puedan

generar grandes afectaciones a los

contribuyentes, al amparo de la bandera del

combate a la evasión fiscal y la necesidad de

la recaudación del Estado, debemos seguir

atentos pues las reformas son muchas y las

autoridades fiscales cada vez se consolidan

como una autoridad son facultades ilimitadas

de afectación.





EL ACUERDO CONCLUSIVO PARA 2022,

UNA RELACIÓN TRIPARTITA QUE SIGUE INDUSTRIALIZANDOSE
Por la maestra en impuestos Pamela Yadira Cuevas Mendoza

Como ya lo hemos señalado en anteriores ocasiones, el Acuerdo Conclusivo es una figura jurídica

reconocida como un Medio Alternativo de Solución de Conflictos (MASC) en materia tributaria

tramitado por la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (PRODECON) en la cual se pueden

aclarar diferencias o desacuerdos que se tengan con las autoridades fiscalizadoras sobre los ingresos,

deducciones o cualquier tema relacionado con el cumplimiento de las obligaciones fiscales, con el fin

de suscribir un acuerdo de solución definitiva y terminar de manera anticipada las auditorías sin

esperar los términos legales correspondientes, siempre y cuando seas un contribuyente revisado en

materia de contribuciones federales en cualquiera de las modalidades de Revisión de Gabinete, Visita

Domiciliaria o Revisión Electrónica, establecidas en las fracciones II, III y IX del artículo 42 del Código

Fiscal de la Federación.

Respecto de esta amistosa figura jurídica, el año pasado se incluyó en la propuesta de reforma fiscal

para 2021 la modificación al plazo que tienen los contribuyentes para solicitarla, el cual hasta 2020 se

podía pedir en cualquier momento, siempre y cuando no se hubiera notificado el crédito fiscal dentro

de la auditoría.

COMITÉS
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Por otra parte, en el apartado de las

Disposiciones Transitorias del Código Fiscal de

la Federación, en el Artículo Segundo, fracción III

de la propuesta, se señala que en relación con

las modificaciones al Código Fiscal de la

Federación, los procedimientos de Acuerdos

Conclusivos que se hayan solicitado antes del 1

de enero de 2022 y que, a la fecha de entrada en

vigor del decreto de reforma se encuentren en

trámite ante la PRODECON, deberán concluirse

en un plazo que no excederá de doce meses.

Queriendo ser optimistas, hoy decidimos creer

que la buena nueva de todo esto, es que se está

intentando rescatar la naturaleza sumaria de esta

figura, reduciendo su temporalidad a doce meses

al igual que una auditoría, sin embargo, la

evidente mala noticia es que una vez más, se

delimita el procedimiento, midiendo todos los

casos con la misma vara, ante diversos

escenarios que pudieran ser diferentes, ya que

no todos los asuntos se resuelven de la misma

manera en atención a la complejidad y

particularidades de cada auditoría.

No es novedad, reconocer que el principio de

buena fe que se encuentra previsto en el artículo

21 de la Ley Federal de los Contribuyentes, suele

verse mermado al leer cada reforma que amplía

las facultades de gestión de las autoridades

fiscales mexicanas, y topa ciertos derechos

relacionados con la autodeterminación, la

regularización, el cumplimiento espontáneo, etc.

No obstante, para este año el plazo se limitó, a

que el contribuyente acuda únicamente dentro de

los veinte días hábiles siguientes a aquél en que

se haya levantado el acta final, notificado el oficio

de observaciones o la resolución provisional,

según sea el caso, siempre que la autoridad

revisora ya haya hecho una calificación de hechos

u omisiones, de lo contrario, la solicitud será

desechada por extemporánea.

Posteriormente, en septiembre del presente

ejercicio el Ejecutivo Federal presentó su

propuesta de reformas al Código Fiscal de la

Federación para 2022, en el que nuevamente se

modifica esta figura alternativa, ya que añaden un

párrafo al artículo 69-C del citado Código,

señalando que los procedimientos de esta

naturaleza no deberán exceder de un plazo de

doce meses contados a partir de que el

contribuyente presente la solicitud respectiva

ante la PRODECON.



Cabe recordar que los principios que regulan los Acuerdos Conclusivos son los íntimamente

relacionados con la flexibilidad, la celeridad, la inmediatez, alejado de rigorismos y

formalidades, partiendo de la buena fe y voluntad auténtica de las partes, para buscar una

solución consensuada y anticipada al desacuerdo sobre la calificación de hechos u omisiones

que puedan entrañar incumplimiento de las disposiciones fiscales. Principios que parecieran

sesgados y difuminados, acortando la brecha que une la desconfianza entre el contribuyente y

las autoridades hacendarias.

De aprobarse esta reforma, tenemos que decirlo con todas sus letras; corre riesgo la voluntad

auténtica de las partes, cuyo fin es generar un verdadero espacio libre que dé cabida a la

negociación y a un ánimo de lograr acuerdos sin mayores presiones de tiempo y transparencia

mutua.

Se conoce a la industrialización como un fenómeno con carácter económico basado en la

producción de bienes a gran escala o de manera intensiva, y es lo que precisamente

esperamos que no suceda en nuestros valiosos Acuerdos Conclusivos, no obstante, de

aprobarse en su totalidad la modificación al artículo 69-C del Código Fiscal Federal, la

Procuraduría deberá tomar un papel proactivo y replantear los plazos de este procedimiento

delimitándolos no solo para los contribuyentes, sino también, para las autoridades encargadas

de emitir contestaciones que no ameritan mayor tiempo para su análisis, tales como las

solicitudes de suscripción cuando el contribuyente esté de acuerdo con la totalidad de la

calificación de hechos y omisiones y únicamente busque una regularización consensuada y

anticipada de forma general.

Dicen que solo lo medible es mejorable, por lo que en este tema habrá que ver cuántas

suscripciones favorables se lograrán al retomar la presión de los tiempos entre las partes que

participan en un Acuerdo Conclusivo, y solo en ese momento podremos calificar libremente

como acertada o desacertada esta reforma a nuestros amistosos MASC.

18





La delegada de Programas para el Desarrollo en el Estado de Aguascalientes participó en el

desayuno de la Comisión Fiscal de Coparmex.

La representante del Gobierno Federal escuchó demandas del empresariado por deficiencias en el

servicio que presta el SAT, cuestión que se comprometió a exponer en próximas reuniones.

Las y los titulares de comités del Centro Empresarial expusieron diversas modificaciones

hacendarias que pueden afectar a la iniciativa privada.

Con el tema “Recaudación y reforma fiscal”, la maestra Nora Ruvalcaba Gámez participó en el

desayuno de la Comisión Fiscal de la Coparmex en Aguascalientes, reunión en la que las y los

titulares de los comités del órgano empresarial, detallaron diversos cambios que se avecinan en

materia hacendaria y situaciones a las que los empresarios se enfrentan por los servicios que se

prestan en el Servicio e Administración Tributaria (SAT).

El presidente del Consejo Directivo del Centro Empresarial de Aguascalientes, Juan Manuel Ávila

Hernández, tras dar la bienvenida a la invitada especial y a las personas asistentes a la sesión,

manifestó que a la iniciativa privada le interesa que le vaya bien a México y que para ello es vital

mantener una comunicación directa con los diferentes órdenes de gobierno, en un ambiente de

respeto y colaboración, pero también con ejercicios sanos de diálogo para los disensos, en el ánimo

de trabajar a favor de toda la ciudadanía.

En su intervención, la delegada de Programas para el Desarrollo en el Estado de Aguascalientes,

detalló en primera instancia los programas que maneja la Secretaría de Bienestar federal, para

exponer posteriormente lo relativo a la Miscelánea Fiscal 2022, de la que dijo se basa en los ejes de

no aumento o creación de nuevos impuestos, simplificación administrativa y confianza; donde

además se combata la evasión tributaria, se evite el endeudamiento y se fortalezcan los programas

sociales.

Por otro lado, la servidora pública señaló que una prioridad para la Presidencia de la República es el

combate a la corrupción, por lo que invitó al empresariado a denunciar malas prácticas de

funcionarios, especialmente si están adscritos a dependencias federales. Incluso, la licenciada Nora

Ruvalcaba se comprometió a intervenir directa y personalmente en las malas prácticas que le sean

informadas cuando estén ocurriendo o bien, mediante las pruebas respectivas.
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NORA RUVALCABA SE COMPROMETIÓ CON EL
EMPRESARIADO A COMBATIR

LA CORRUPCIÓN

NUESTRA SESIÓN DE SEPTIEMBRE



21

Óscar Fabián Gutiérrez Tenorio, presidente de la Comisión Fiscal de Coparmex, manifestó su

preocupación por las medidas impuestas contra las asociaciones civiles y otras agrupaciones

como colegios, que además de ver visto reducido su financiamiento público, se ven expuestas a

fuertes multas y posible desaparición por la reglamentación anti-lavado. Sin embargo, el doctor

invitó a que las empresas se capaciten en dicha materia, para evitarse problemas legales y

señalamientos fiscales.

Un señalamiento reiterado de las y los presidentes de Comités, fue la dificultad para obtener

citas para la atención en el SAT, y que al acudir se presentan variaciones en cuanto a

documentación y trámites. Ante esto, la delegada del Gobierno federal adelantó que en la

próxima reunión con las representaciones de diferentes dependencias, comentará el

señalamiento del empresariado a fin de trabajar en una mejora en los servicios que se prestan en

las oficinas locales.
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Consumo y competitividad energética
Ing. Carlos Haro Humarán

México es un país con un gran potencial, entre ellos poder generar energía, ya sea con base en

fuentes limpias y renovables o con diferentes fuentes de combustibles, a los cuales también México

tiene bastante acceso. Esto quiere decir que se les puede suministrar energía a los usuarios finales de

una manera bastante confiable, ya sea por el sistema eléctrico nacional, generación en sitio u otras

modalidades. Esto coloca a México como un país muy competitivo a la hora de ofertar uno de los

insumos más básicos para una sociedad civilizada actual, esto es uno de los puntos clave para el

desarrollo industrial y generación de empleos a nivel masivo.

En 2018, el consumo anual mundial de electricidad alcanzó los 24.7 millones de GWh. De éstos,

México consumió 290,100 GWh, ocupando la posición número 14. En el 2020, México registró un

consumo bruto de energía de 315,968 GWh en el sistema eléctrico nacional. Actualmente, del 100%

de capacidad de instalación para abastecer ese y futuros consumos, el 35.5% proviene de fuentes de

energía limpias y renovables, y del 64.5% restante, el 38.4% proviene de ciclo combinado.

¿Qué quiere decir esto? Que México todavía tiene oportunidad de abarcar más porcentaje de

generación para seguir llevando a cabo la transición energética del país, con el objetivo de ofertar a

los usuarios finales energía limpia y a precio competitivo a los usuarios finales a través de un mercado

eléctrico.

Al unir el interés de inversión y cooperación del sector privado para ampliar las opciones de

generación y robustecer las líneas eléctricas del país junto con CFE como nuestra alma mater en

materia de generación, transmisión, distribución y comercialización de energía, se tiene como

resultado ofertas competitivas de energía a nivel mundial e inversionistas interesados, que se

resumen en beneficio para nosotros lo mexicanos. 

En la comisión de energía en Aguascalientes tenemos como objetivo buscar el beneficio y bien

común de México en materia energética. Uno de nuestros objetivos principales es proveer de

educación energética a los distintos usuarios finales y ciudadanos del país en cómo pueden ser más

eficiente en el uso de su energía y cuáles opciones existen para que tengan acceso a un insumo de

precio competitivo y alta calidad. El compromiso de la comisión de energía de Aguascalientes es con

México.

COMISIONES
C O M I S I Ó N  D E  E N E R G Í A



El pasado Viernes 15 de Octubre se celebró un desayuno con los 6

legisladores de Aguascalientes, donde 5 son del Partido de Acción

Nacional y una del Movimiento Regeneración Nacional, con el objetivo de

conocer su opinión acerca de la iniciativa para reforma constitucional en

materia energética que propuso nuestro presidente de la República,

Andrés Manuel López Obrador, acompañados de panelistas expertos para

debatir sobre el tema mencionado. En la Comisión de Energía de

Coparmex Aguascalientes se siguen muy de cerca los asuntos de política

energética con el objetivo de buscar la trascendencia y bien común del

país.

COPARMEX
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COMISIÓN DE ENERGÍA
COPARMEX AGUASCALIENTES
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Seguidamente, el Lunes 25 de Octubre, se celebró un segundo desayuno,
pero esta vez con los senadores por el estado de Aguascalientes. El objetivo
fue el mismo, conocer su opinión acerca de la iniciativa para reforma
constitucional en materia energética que lanzó nuestro presidente de la
república. Con este segundo desayuno reafirmamos el gran interés,
esfuerzo y empeño que pone la comisión de Energía de Coparmex
Aguascalientes para buscar el bien común de México y cómo hacer participe
a sus distintos socios.



AV. UNIVERSIDAD #1001, PISO 12, DESPACHO 09
EDIFICIO TORRE PLAZA BOSQUES, FRACCIONAMIENTO BOSQUES DEL PRADO NORTE
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 Gastos y honorarios por el juicio intestamentario 

Posible división entre los familiares  directos del autor de la sucesión.

Descuido del cónyuge que sobrevive, en su caso, debido a las dificultades propias para

disponer, con oportunidad, de parte del patrimonio hereditario, como inmuebles, cuentas de

cheques, etc.

 Inequidad en la distribución, en razón de las necesidades propias del cónyuge que
sobrevive o de un hijo con algún tipo de discapacidad, que requieren más apoyo y en la
mayoría de las veces urgente.

Notario Público No. 8, Aguascalientes, Ags.

El otorgar testamento es una previsión, como lo sería la compra de un seguro de vida, con la

salvedad de que el primero es más barato y en ciertos casos más favorable por los problemas que

evita a los familiares, desde el punto de vista económico como moral. Las ventajas de otorgar

testamento, son entre otras, las siguientes: 

Evitar a la familia: 

 Este juicio requiere varios meses para su trámite e inclusive años, cuando se complica por actos

litigiosos derivados de la inconformidad con o sin razón de los herederos de la sucesión.  En

Aguascalientes se puede cobrar del 3 al 10%, según el valor de los bienes o el arancel vigente. 

Esta división se da  sea por no ponerse de acuerdo sobre quién debe pagar los gastos funerarios y/o

el juicio, pago de impuestos, deudas de la sucesión incluso las erogaciones propias para preservar

el patrimonio hereditario, la forma de dividirse la herencia, dificultades para acordar quien sea el

albacea, tutores en su caso, de haber menores de edad, etc.

Si no hay testamento, como resultado del juicio sucesorio, recibirá un porcentaje igual que
cada hijo o hermano; cuando por razones de enfermedad o edad avanzada necesite más
recursos para su atención médica y alimentos, por la vía de una proporción mayor de la
herencia, inclusive la totalidad. 




VENTAJAS DE OTORGAR
TESTAMENTO PÚBLICO

ABIERTO
LIC.  JUAN  JOSÉ  LEÓN

RUBIO
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 Deterioro del patrimonio hereditario por falta de atención oportuna y eficiente de los bienes.

Sucede cuando los bienes susceptibles de heredar sean negociaciones agropecuarias, ranchos

ganaderos, por ejemplo, que requieren atención inmediata, como es la adquisición o

disposición de activos, productos agropecuarios, reinversiones urgentes, compra de anticipada

de alimentos, entre otras adquisiciones. 

Esto último, sólo se logra si en el propio testamento se decide entregar al familiar que más lo

requieren una proporción mayor. 

De no haber acuerdo rápido sobre la forma de distribuir la herencia y las responsabilidades para el

cuidado del patrimonio, este se va deteriorando, con el grave riesgo de que se pierda el principal

activo, como es el ganado o las cosechas.

La indefinición de facultades para actuar y la incertidumbre en la distribución de los bienes, motiva

desinterés que puede ser catastrófico en este tipo de negocios agropecuarios. 

- Si se otorga testamento, el testador tiene la posibilidad de disponer de sus bienes para apoyar en

forma especial a un descendiente o ascendiente o familiar cercano con algún tipo de discapacidad,

o que requiera apoyo económico especial. Igualmente por testamento se puede donar bienes a

instituciones educativas, científicas, religiosas inclusive. Si hubiere intestado, lo más seguro que la

sucesión las dejaría fuera esta posibilidad. 
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- Al otorgar testamento, el testador debe nombrar un

albacea. Esta persona será de su total  confianza y al

designarlo tomará en cuenta sus cualidades morales

y su capacidad para administrar el patrimonio

hereditario con eficiencia y que en su nombre

cumpla con obligaciones de pago y cobro de

créditos pendientes, en su caso, hasta la división de

la herencia. De no haber testamento, el

nombramiento del albacea que se hará después en el

juicio sucesorio, puede recaer en una persona

incompetente e irresponsable que ponga en peligro

el patrimonio y afecte a los herederos.   

- De otorgarse testamento cuando existen hijos

menores de edad, el testador tiene la posibilidad de

nombrar tutor y un curador,  personas que sean de

total confianza y que tengan la solvencia moral

suficiente para que cumplan las obligaciones que

establece la ley, en caso de faltar el testador. De no

haber testamento, el tutor y curador serán

nombrados por el juez y ese nombramiento no

siempre recae en las personas adecuadas. Es posible

que recaiga en las personas que el papá o la mamá

no nombrarían si tuvieran la necesidad de hacerlo.

- Las obligaciones y derechos de naturaleza

económica, como adeudos o créditos del autor de la

sucesión, es más conveniente que los reconozca el

propio testador en vida, que dejar a la sucesión la

presión e incertidumbre de que sean o no créditos o

deudas a favor o en contra de la persona que ya no

existe para aclarar o defenderse. De haber

testamento, pueden evitarse demandas

improcedentes en contra de la sucesión. Recordar

que si no hay testamento, ni familiares que puedan

demostrar el parentesco con la persona fallecida, los

bienes pasan a la beneficencia pública, cuando pudo

evitarse a dejarse a los bienes a personas que más lo

necesiten o a organizaciones de apoyo a la

comunidad. 

 

Derecho de acrecer. 
Si hay testamento el propio testador puede prever a

quien le corresponde la parte de la herencia si alguno

de los herederos muere o renuncia a la herencia,

antes que el testador.

Evitar juicios entre hermanos y primos por la

herencia, es otra ventaja importante que se puede

lograr si hay testamento. 

Otorgar testamento es un acto de responsabilidad
personal.
 Una previsión necesaria de protección al patrimonio

hereditario. Generar un patrimonio lleva toda la vida y

puede desvanecerse en un pleito de los familiares

por  no haber testamento. Queda claro que el

patrimonio hereditario, es el resultado de esfuerzos

de toda una vida, tanto de los padres e inclusive de

los hijos, para que desaparezca o se deteriore por

juicios largos e innecesarios. Prever su distribución

consciente y oportuna, es un acto humano

inteligente.

Aclaraciones
El otorgar testamento, no significa que el testador no

pueda disponer libremente de los bienes que esta

heredando. 

Tomen en cuenta que el testamento surte efectos

hasta la muerte del testador y no antes. Este sigue

siendo dueño de sus bienes. Igualmente el

testamento lo puede modificar cuantas veces lo

necesite, aclarando que para modificar un

testamento, se requieren las mismas formalidades

que al otorgarlo.

Cualquier consulta será atendida en el siguiente

correo: leonrjj@gmail.com y  en los  Teléfonos (01-

449) 996 53 00 y 146 59 51 y 52. La orientación será

GRATUITA.
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LO QUE NO DEBEMOS 
IGNORAR

El 8 de septiembre pasado, se publicó en la Gaceta Parlamentaria número 5864-D, del año XXIV, de la

Cámara de Diputados del Gobierno Federal, una iniciativa de reformas a diversas leyes tributarias

promovida por el titular del Poder Ejecutivo Federal, y mediáticamente se difundió profusamente como

una cuestión relevante y de suma trascendencia, amplios beneficios para los contribuyentes con la

incorporación de dos diversos regímenes llamados “simplificados de confianza”, uno para personas

físicas que eventualmente sustituiría al Régimen de Incorporación Fiscal, y otro para las personas

morales, ambos .

En mi no corta trayectoria profesional, debo admitir que siempre me ha costado mucho trabajo creer

que sean ciertos los beneficios en materia tributaria que los medios de comunicación dan a conocer, y

en esta ocasión no fue la excepción, razón por la que comencé el estudio de la iniciativa antes

señalada.

Para mi sorpresa, parecían ciertos los beneficios difundidos al analizar la exposición de motivos de

dicha iniciativa, ya que partía de datos generales que son muy reveladores del padrón de

contribuyentes, ¡no podía creer lo que leía!

Señala dicha exposición de motivos que para determinar el monto máximo de ingresos anuales en

cantidad de 3,500,000 pesos para tributar en el régimen simplificado de confianza de personas físicas,

se había analizado el padrón de contribuyentes activos al cierre del ejercicio fiscal 2020, con un total

de 79.8 millones de contribuyentes, de los cuales 12.5 millones son personas físicas que realizan

actividades empresariales, de los cuales 10.2 millones (81.60%), percibieron ingresos menores a

3,500,000 pesos anuales por lo que se verían beneficiados con el nuevo régimen simplificado de

confianza.
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LAS FALACIAS DE LOS

REGÍMENES
SIMPLIFICADOS DE

CONFIANZA PARA LAS
PERSONAS FÍSICAS Y

MORALES
Dr. Armando García

Romero



No parecía haber lugar a dudas, al 81.60% de las

personas físicas que en 2020 se encontraban

registradas en el padrón de contribuyentes les

resultaría aplicable un régimen simplificado de

confianza con tasas aplicables a los ingresos sin

deducciones que oscilan entre el 1% y el 2.5%.

Por otra parte, en cuánto al Régimen

Simplificado de Confianza para las Personas

Morales, la exposición de motivos señalaba que

era necesaria la creación de un estímulo fiscal a

fin de promover la reactivación económica

mediante la creación de un esquema de

simplificación que fomente la inversión, por lo

que se propuso incorporar un régimen de

tributación que beneficia personas morales

residentes en México, cuyos ingresos totales no

exceda de 35 millones de pesos en el ejercicio, y

según el análisis al padrón de contribuyentes,

abarcaría alrededor del 96% del total de las

personas Morales contribuyentes existentes en

el país.

Aunado a lo anterior, en dicha exposición de

motivos también se hizo referencia a que de

acuerdo con la nota técnica del estudio sobre la

demografía de los negocios 2020 (segundo

conjunto de datos) publicada por el Instituto

Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), a

través del comunicado de prensa 183/21 del 22

de marzo de 2021, los censos económicos

mostraban que el 99.8% de los establecimientos

del país son micros, pequeñas o medianas

empresas.

Finalmente, señaló también la exposición de

motivos que se comenta, que del análisis al

padrón de contribuyentes, existen en nuestro

país cerca de 2.1 millones de establecimientos

micro y pequeños negocios que constituyen un

segmento estratégico.
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 Todo lo anterior parecía que no dejaba duda

alguna, el régimen simplificado de confianza

para Personas Morales resultaría aplicable al

96% del total de personas morales existentes y a

2.1 millones de micro y pequeñas empresas.

Llegado a este punto, no podía entender como

era posible que al 81.60% de las personas físicas

les fuera aplicable un régimen simplificado tan

bondadoso, y se dejaran fuera a las personas

físicas que obtienen ingresos por salarios y en

general por la prestación de servicios

subordinados, ahí comenzaron las sospechas

que esto no podía ser tan bueno para ser

realidad.

Ahora bien, al llegar al estudio del proyecto de

decreto, y específicamente a los artículos que

comprenden la Sección IV, del Capítulo II, del

Título IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta,

específicamente el artículo 113-E, fracciones I, II,

III y IV, del último párrafo, se advierten las

limitantes para la aplicación de dicho régimen

simplificado, que analizaremos y son las

siguientes:

I.Que sean socios, accionistas o integrantes de

personas morales, o cuando sean partes

relacionadas en los términos del artículo 90 de

esta Ley, lo que deja fuera a todas las personas

físicas por el simple hecho de que figuren como

socios o accionistas de una persona moral,

II.Que sean residentes en el extranjero que

tengan uno o varios establecimientos

permanentes en el país,

III.Que cuenten con ingresos sujetos a regímenes

fiscales preferentes, y



IV.Que perciban ingresos por honorarios por ser miembros de consejos directivos, de vigilancia,

consultivos o de cualquier otra índole, así como de comisarios o administradores o gerentes

generales, tampoco a quienes obtengan ingresos por honorarios provenientes preponderantemente

de un solo prestatario, los ingresos obtengan ingresos por honorarios asimilados a salarios, ni

tampoco a quien obtenga ingresos por actividades empresariales que opten por tributar por salarios, a

que se refieren las fracciones III, IV, V y VI del artículo 94 de la ley del impuesto sobre la renta.

Es claro que las limitantes anteriores no se advierten de la exposición de motivos, y seguramente

harán improcedente el acceso a este régimen simplificado a una buena parte de los 10.2 millones de

personas físicas originalmente considerados en dicha exposición.

Por otra parte es el artículo 206 de la ley del impuesto sobre la renta propuesto, el que define las

limitantes para tributar en el régimen simplificado de las personas morales, en los siguientes casos:

I.Cuando uno o varios de sus socios, accionistas o integrantes, participen en otras sociedades

mercantiles donde tengan el control de la sociedad o de su administración, o cuando sean partes

relacionadas,

II.Cuando los contribuyentes realicen actividades a través de fideicomiso o asociación en

participación,

III.Cuando se trate de personas morales instituciones de crédito, tributen en regimen opcional para

grupos de sociedades, coordinados, y quienes realicen actividades agrícolas, silvícolas, pesqueras,

ganaderas y sociedades cooperativas de producción, y

IV.Los contribuyentes que dejen de tributar en el régimen simplificado de confianza.

Resulta evidente que la primera de las limitantes se traducirá en impedimento para que muchas

personas morales de las que integran el 96% de sociedades que no obtienen ingresos superiores a

treinta y cinco millones de pesos, no puedan incorporarse al régimen simplificado de confianza pues

bastará que un solo socio o accionista de una persona moral, participe como socio o accionista de otra

empresa para que ninguna de las 2 empresas tenga acceso a dicho tratamiento fiscal, cuestión que

dista mucho de las cosideraciones realizadas en la exposición de motivos.

 Finalmente, no debemos dejar de señalar la creación de un nuevo tipo penal de defraudación fiscal,

que se ubica en el inciso j), del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación, y que consiste en

simular una prestación de servicios profesionales independientes a qué se refiere el régimen

simplificado de confianza para las personas físicas respecto de sus trabajadores, así como el primer

párrafo del propio artículo 108 antes señalado, que establece el delito genérico de defraudación fiscal,

consistente en el uso de engaños o aprovechamiento de errores para obtener un perjuicio indebido en

perjuicio del fisco federal, por lo que es recomendable ser bastante cautelosos como profesionales

asesores en materia fiscal, al momento de sugerir la incorporación a dichos regímenes simplificados

de confianza, tanto para personas físicas como morales, a fin de evitar simulaciones y problemas

administrativos y penales para las personas contribuyentes que asesoramos.
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Concluyo que, dada la contradicción e incongruencia entre la exposición de motivos y la

redacción de los artículos que comprenden la iniciativa de reforma fiscal para 2022, los

regímenes simplificados de confianza son la gran falacia de dicha propuesta de reformas

fiscales.
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Las opiniones aquí vertidas son de
exclusiva responsabilidad de

quienes las firman o de sus
fuentes y no representan,
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de efecto fiscal, ni equivalen a

una asesoría.
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